
30 de agosto de 2012

Día Internacional de las Víctimas de 
Desapariciones Forzadas 

El presente dossier recoge una selección de casos de desapariciones 
forzadas documentados por Amnistía Internacional.

El 30 de agosto es el Día Internacional de las Víctimas de Desapariciones Forzadas. 
Amnistía  Internacional  suma  su  voz  a  la  de  los  familiares  de  las  personas 
desaparecidas,  y  pide  a  los  gobiernos  de  todo  el  mundo  que  inicien 
investigaciones  imparciales  sobre  todos  los  casos  d e  desaparición  forzada , 
lleven  ante  los  tribunales  a  los  responsables  y  avancen  en  la  ratificación  e 
implementación de los  compromisos adoptados en la Convención Internaciona l 
para la protección de Todas las Personas contra las  Desapariciones Forzadas .

El  23  de  agosto  de  2010  entró  en  vigor  la  citada  Convención,  cuyo  artículo  2 
establece la definición de desaparición forzada  como “el arresto, la detención, el  
secuestro  o cualquier  otra forma de privación  de li bertad  que sean  obra de  
agentes del Estado o por personas o grupos de perso nas que actúan con la  
autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado , seguida de la negativa a  
reconocer dicha privación de libertad  o del ocultamiento de la suerte o el paradero  
de la persona desaparecida, sustrayéndola a la protección de la ley”. Esta situación 
representa una violación acumulativa de derechos humanos, ya que deja a la víctima 
indefensa  ante  otras  violaciones  como la  tortura,  la  violencia  sexual  o  incluso  el 
asesinato.

La  desaparición  forzada  es un  crimen  contra  el  derecho  internacional,  y  baj o 
ciertas  circunstancias  está  tipificada  como  crimen  de  lesa  humanidad .  En 
ningún caso podrán invocarse  circunstancias  excepcionales  tales  como estado de 
guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia 
pública como justificación de la desaparición forzada. La Convención establece para 
los estados la obligación de prevenir  que ocurra y luchar contra la impunidad,  así 
como el efectivo acceso a justicia y reparación para víctimas y familiares.

La  práctica  de  la  desaparición  forzada  ha  sido  con  frecuencia  utilizada  como 
estrategia  premeditada  para  infundir  terror  entre  l a  población  y  extender  la 
sensación  de  inseguridad,  en  multitud  de  ocasiones  contra  opositores  políticos, 
grupos étnicos o religiosos, e infringe sufrimiento y daño psicológico no solo a las 
víctimas sino también a los familiares.

El presente dossier recoge una selección de casos d e desapariciones forzadas 
documentados por Amnistía Internacional.  Es sólo un a pequeña muestra  que 
ilustra  la  magnitud  de  esta  violación  de  derechos  humanos.  Los  casos  han  sido 
recopilados a partir del Informe Anual de Amnistía Internacional y otros documentos 
públicos de la organización.

Amnistía Internacional sigue especialmente preocupada por la multitud de casos de 
desapariciones  forzadas,  y  la  falta  de  diligencia  de  muchos  gobiernos  hacia  la 
investigación efectiva de los casos.

Algunos datos de Naciones Unidas

La Convención Internacional para la protección de T odas las Personas contra 
las Desapariciones Forzadas ha sido firmada hasta e l momento por 91 estados 
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y 34 la han ratificado 1, encontrándose entre los últimos Austria, Costa Rica, Bosnia y 
Herzegovina, y Colombia. 

Hasta 2011, el único mecanismo de Naciones Unidas con mandato para  actuar como 
cauce  entre  familiares  y  gobiernos  era  el  Grupo  de  Trabajo,  compuesto  por  5 
miembros y encargado de recibir, estudiar los casos y transmitirlos a los gobiernos 
correspondientes. 

Como avance para la protección de los derechos de las víctimas y los familiares, en 
noviembre de  2011 inició  su andadura  el  Comité contra la  Desaparición  Forzada, 
como mecanismo de vigilancia y rendición de cuentas.

Según recoge el último informe anual  del  Grupo de Trabajo fechado en marzo de 
2012,  desde  su  inicio 
éste  ha  transmitido  a 
los estados un total de 
53.778  casos,  de  los 
cuales  42.759  aún 
permanecen  abiertos, 
en  un  total  de  82 
estados.

De  acuerdo  con  sus 
estadísticas,  los  10 
países  con  mayor 
número  de  casos 
reportados desde 1980 
son  Iraq  (16.548 
casos),  Sri  Lanka 
(12.460)  Argentina 

(3.449),  Guatemala  (3.155),  Perú  (3.009),  Argelia  (2.987),  El  Salvador  (2.662), 
Colombia  (1.254), Chile  (908) y Filipinas  (782).

En una gran parte, las elevadas cifras se concentran en periodos históricos convulsos 
específicos. Sin embargo, en casos como Colombia y México, y en menor medida El 
Salvador, Marruecos o Pakistán, el número de casos anuales se ha mantenido a lo 
largo de los más de 30 años estudiados, lo que muestra la actualidad de la práctica 
de la desaparición forzada.  

Tan solo en el último año, el Grupo de Trabajo transmitió 261 casos en 25 estados, 
entre ellos a Bahrein, Bangladesh, China, Egipto, Honduras, India, Iraq, Irán, Libia, 
México,  Marruecos,  Myanmar,  Pakistán,  Siria,  Tailandia  y  los  Emiratos  Árabes 
Unidos. 

Oriente Medio y Norte de África

Siria 

Desde que las protestas contra el régimen de Bachar al Asad comenzaron en febrero 
de  2011,  miles  de  personas  sospechosas  de  oponerse  al  presidente  han  sido 

1En  este  momento  los  estados  que  han  ratificado  la  Convención  son:  Albania,  Alemania, 
Argentina, Armenia, Austria, Bélgica, Bolivia, Bosnia y Herzegovina, Brasil, Burkina Faso, Chile, 
Colombia,  Costa  Rica,  Cuba,  Ecuador,  España,  Francia,  Gabón,  Honduras,  Iraq,  Japón, 
Kazajistán,  Malí,  México,  Montenegro,  Nigeria,  Países  Bajos,  Panamá,  Paraguay,  Senegal, 
Serbia, Túnez, Uruguay y Zambia.

Los  datos  estadísticos  y  gráficos  provienen  del  Grupo  de  Trabajo  sobre 
Desapariciones Forzadas o Involuntarias de la ONU, no de Amnistía Internacional.  Se puede 
consultar aquí:  
                http://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/HRCouncil/RegularSession/Session19/A-  
HRC-19-58-Rev1_en.pdf 
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arrestadas  y  sus  paraderos  no  han  sido  dados  a  conocer  durante  prolongados 
periodos  de  tiempo.  Algunos  se  han,  literalmente,  desvanecido,  dejando  a  sus 
familias en la  angustia  y la desesperación de no conocer  el  destino de sus seres 
queridos. Algunas víctimas de desapariciones forzadas han sido liberadas tras meses 
de detención secreta o incomunicada,  mientras que muchas otras permanecen en 
paradero desconocido.

Entre ellas se encuentran 22 desaparecidos cuya liberación inmediata pide Amnistía 
Internacional  a  las  autoridades  sirias.  Además,  la  organización  pide  la  liberación 
inmediata  de  todas  las  personas  que  en  Siria  permanecen  detenidas  y/o 
desaparecidas únicamente por ejercer pacíficamente sus derechos a la libertad de 
expresión y reunión.

Anas al-Shogre  es una de esas personas. Arrestado el 14 
de mayo de 2011, se cree que fue enviado al Departamento 
de  Seguridad  del  Estado  en  Damasco  en  octubre. 
Estudiante, Anas es un activista reformista. Fue arrestado 
en la  ciudad de Tartous, al  sur de Banias,  su ciudad de 
origen.

Su  familia  visitó  las  instalaciones  de  la  Seguridad  del 
Estado  en  Tartous,  donde  le  confirmaron  que  estaba 
retenido  por  las fuerzas  de seguridad.  Pero no le  dieron 
más  detalles  de  su  paradero.  Prisioneros  liberados  han 
afirmado  haberle  oído  gritar  “no  quiero  vivir,  dejadme 
morir”,  lo  que  alimenta  los  temores  de  que  haya  sido 
torturado.

Mohamed Bachir Arab fue arrestado el 2 de noviembre de 
2011  y  fue  visto  por  última  vez  en  dependencias  del 
Servicio  de  Inteligencia  de  las  Fuerzas  Aéreas  sirias  en 
Damasco en julio de 2012. La familia de este médico ha 
reclamado  en  repetidas  ocasiones  información  sobre  su 

paradero a las autoridades, sin obtener dato alguno de ellas.

Detenidos que han sido liberados aseguraron que Mohamed había permanecido en 
las instalaciones del servicio de inteligencia de las Fuerzas Aéreas en Alepo hasta 
marzo de 2012, fecha en la que fue trasladado a Damasco. Poco después, en mayo, 
habría sido trasladado a un hospital, tras haber sufrido heridas de consideración, al 
parecer  causadas  por  la  tortura.  Fue  visto  por  última  vez  el  6  de  julio,  cuando 
aparentemente era trasladado de nuevo al hospital. Según las informaciones, cinco 
días  antes  había  comenzado  una  huelga  de  hambre  para  protestar  contra  su 
detención.

Mazen Zyadeh, Mohamed Tayseer Khoulani, Yahya Shurb aji y su hermano Ma
´an participaron en actos en favor de la reforma del régimen en Dayara desde marzo 
de 2011 hasta septiembre, mes en que fueron detenidos. Un amigo de los cuatro, 
Ghayath Mattar, fue arrestado junto a ellos. Su cuerpo fue devuelto a su familia cuatro 
días  después.  Las  autoridades  dijeron  que  había  muerto  a  consecuencia  de  los 
disparos de “pandillas armadas”, pero el cuerpo presentaba signos de haber sufrido 
tortura y malos tratos. A pesar de las insistentes peticiones de los familiares, no se ha 
sabido  nada  de  ninguno  de  ellos  de  manera  oficial,  aunque  han  sido  vistos  en 
distintos centros de detención de las fuerzas de seguridad sirias.

Autoridad Palestina

Ali Al Khdair ,  Taiseer Ramadhan ,  Nazem Abu Ali ,  Shaker Saleh ,  Ismail Ayash  y 
Mohammad Alqrum , desaparecieron el 12 marzo de 2002 en el centro de detención 
cisjordano  de Salfit  por  el  Mukhabarat (servicio  general  de  inteligencia  palestino). 
Tenían entre 27 y 47 años en el momento de su desaparición forzada.
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El 12 de marzo de 2002, las familias de los seis hombres que se encontraban bajo 
custodia  de  la  Autoridad  Palestina  recibieron  sendas  llamadas  de teléfono de las 
fuerzas de seguridad en las que se les informaba que sus familiares habían escapado 
y huido hacia Israel. No les proporcionaron más información y desde entonces no se 
han tenido noticias de los hombres.

No se tiene constancia de que se hubieran presentado cargos formales contra ellos, 
pero  sus  familias  dicen  que  se  les  acusaba  de  “colaborar”  con  los  servicios  de 
seguridad  de  Israel,  y  habían  informado  con anterioridad  de  que  estaban  siendo 
víctimas de tortura.

Se  teme que murieran  estando  bajo  custodia.  Las 
autoridades palestinas dicen que están en Israel,  y 
les han aconsejado informalmente a las familias que 
abandonen el caso. Sin embargo, ellos temen que en 
realidad hayan muerto bajo custodia. 

Según  la  información  de  la  que  dispone  la 
organización,  las  autoridades  palestinas  no  han 
llevado  a  cabo  ninguna  investigación  sobre  la 
desaparición forzada de los seis hombres o la tortura 
que,  según  los  informes,  sufrieron  antes  de 
desaparecer.

Amnistía Internacional pide que se lleve a cabo una 
investigación rigurosa, transparente e independiente 
que aclare la verdad sobre los casos de estos seis 
hombres  y  establezca  si  alguien  debe  ser  llevado  a  la  justicia  por  tortura, 
desapariciones forzadas y otros serios abusos. 
Las familias tienen derecho a saber la verdad y al acceso a reparación. La Autoridad 
Palestina ha reafirmado su compromiso por el cumplimiento de la ley y la rendición de 
cuentas. Ahora debe resolver estos seis casos como prueba de su compromiso. 

Asia

China 

En 2011 en China aumentó el número de personas víctimas de desaparición forzada. 
Ante  el  temor  de  que  se  iniciase  un  movimiento  de  protesta  inspirado  en  los 
acontecimientos de Oriente Medio y el norte de África, las autoridades emprendieron 

en febrero una de las más duras campañas de represión sufridas 
en el  país  desde las  manifestaciones de 1989 en la  plaza  de 
Tiananmen,  dirigida  contra  activistas  políticos,  defensores  y 
defensoras de los derechos humanos y ciberactivistas. 

El 30 de agosto de 2011, las autoridades dieron a conocer un 
proyecto de reforma del Código de Procedimiento Penal. Aunque 
algunas reformas eran positivas, suponen legalizar la detención 
durante  periodos  de  hasta  seis  meses  sin  notificárselo  a  la 
familia o las amistades de la persona detenida. Muchos expertos 
en  cuestiones  jurídicas  consideraron  que  con este  cambio  se 
legalizaban las desapariciones forzadas. 

Muchas  personas  permanecían  recluidas  en  secreto,  como 
Hada,  activista  político  mongol;  otras  quedaron  o  continuaron 
sometidas ilegalmente a arresto domiciliario, entre ellas Liu Xia , 
esposa  del  premio  nobel  de  la  paz  Liu  Xiaobo,  y  Zheng 
Enchong ,  abogado de Shanghái que defendía el derecho a la 
vivienda.
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El  16  de  diciembre  de  2011,  Gao  Zhisheng ,  conocido  abogado  de  derechos 
humanos que había sido víctima de desaparición forzada en varias ocasiones a lo 
largo de casi tres años, fue enviado a prisión para cumplir una condena de tres años 
por  “violar  reiteradamente  la  libertad  condicional”,  cuando  sólo  faltaban  unos  días 
para que finalizasen los cinco años de libertad condicional que le habían impuesto. 
Según se creía, durante su desaparición había permanecido bajo custodia oficial. En 
las regiones autónomas de Tibet y de Uigur del Sin-kiang también se han registrado 
multitud de casos de desapariciones forzadas.

Filipinas

James Balao , activista en favor de los derechos de los indígenas, desapareció a la 
edad de 47 años el 17 de septiembre de 2008, mientras viajaba en su coche para 
visitar  a  sus  familiares.  Envió  un  mensaje 
avisando de su salida, pero nunca llegó.

Testigos  presenciales  vieron  cómo,  cerca 
de su casa,  unos hombres de  uniforme lo 
obligaban  a  subir  a  empujones  a  una 
furgoneta blanca, afirmando que lo detenían 
por narcotráfico.

Antes  del  secuestro,  James  envió  a  su 
familia un mensaje de correo electrónico en 
el  que  describía  la  vigilancia  de  la  que 
estaba siendo objeto desde junio de 2008, y 
especificaba  que  le  seguía  una  furgoneta 
azul  y  blanca.  Durante  los  últimos  años, 
personas sometidas a una vigilancia similar 
fueron  más  tarde  víctimas  de  ejecuciones 
extrajudiciales.

James Balao ayudó a fundar la organización de los pueblos indígenas Alianza del 
Pueblo de Cordillera en 1984. Desde entonces trabajaba como investigador para esta 
organización  sobre cuestiones tales  como los  derechos de los  pueblos  indígenas, 
especialmente sus derechos a la tierra.  En 1986, como miembro de una comisión 
constitucional, redactó disposiciones sobre los derechos de los pueblos indígenas en 
la Constitución de 1986.

Según cifras publicadas en agosto de 2011 por la organización Familias de Víctimas 
de  Desaparición Involuntaria, el promedio anual de desapariciones forzadas apenas 
había cambiado desde el derrocamiento de Ferdinand Marcos en 1986. El número de 
casos documentados durante sus 21 años de gobierno ascendía a 875, mientras que 
en los 25 años transcurridos desde entonces se habían registrado 945.

Europa

España 

Mustafa Setmariam Nasar , también conocido como Abu Musab al-Suri, ciudadano 
español  de  origen  sirio,  fue  capturado  en  Pakistán  en  noviembre  de  2005  por 
funcionarios  de este país,  en el  marco de las  operaciones de la  Guerra contra el  
terror. 

En abril y mayo de 2006 agentes de inteligencia paquistaníes confirmaron en privado 
la entrega de Setmariam a agentes estadounidenses, con los que se presume que 
había  abandonado  el  país  en  avión.  Su  nombre  fue  borrado  del  “Programa  de 
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recompensas para la justicia” estadounidense sin que el gobierno de Estados Unidos 
ofreciera explicaciones al respecto, y al poco tiempo apareció en la lista de “terroristas 
que  ya  no  constituyen  una  amenaza”  en  julio  del  mismo año.  Se  desconoce  su 
paradero  desde  entonces  y  el  gobierno  estadounidense  se  niega  a  ofrecer 
información al respecto.

En relación a su caso, Amnistía Internacional pide al Gobierno español realizar todas 
las gestiones oportunas ante los Gobiernos de Estados Unidos de América, Reino 
Unido, Siria y Pakistán para conocer el paradero y estado del ciudadano de origen 
sirio y nacionalidad española,  Mustafá Setmariam 2; y de informar a la familia y al 
Congreso de los Diputados, de acuerdo con la Proposición No de Ley aprobada en 
septiembre de 20103.

Según  información  aparecida  en  prensa,  Setmarián  podría  haber  sido  liberado  a 
finales  de  diciembre  de  una  cárcel  siria,  pero  esta  información  no  ha podido  ser 
confirmada ni por la familia ni por Amnistía Internacional.

Por otro lado, los derechos a la verdad, justicia y reparación de las víctimas de los 
crímenes  internacionales  cometidos  durante  la  guerr a  civil  y  el  franquismo 
siguen siendo denegados en España,  puesto que la  justicia  española continúa sin 
investigar dichos crímenes. Estas conclusiones quedan recogidas en el informe de 
Amnistía  Internacional  “Casos  cerrados,  heridas  abiertas:  el  desamparo  de  las 
víctimas de la guerra civil y el franquismo en España”, publicado en mayo de 2012, en 
el que se analiza detalladamente cuál ha sido la respuesta que ha dado la justicia 
española a las víctimas de los crímenes de derecho internacional  cometidos en el 
pasado en España.

Según  se  desprende  de esta 
investigación, después de que 
en 2008 la Audiencia Nacional 
declinara su competencia para 
investigar  la  desaparición 
forzada  de  114.266  personas 
entre el 1936 y 1951, se han 
abierto  un  total  de  47  casos 
que fueron repartidos entre los 
juzgados españoles.

Amnistía  Internacional  ha 
tenido acceso a un total de 21 
y  ha  verificado  que en todos 
se  ha  seguido  el  mismo 
patrón:  el  archivo  o  la 
desestimación.

En abril de 2010 y ante la inactividad de la justicia española, familiares de víctimas 
presentaron una denuncia  en Argentina,  basándose  en el  principio  de  jurisdicción 
universal (el mismo principio que fue invocado por la justicia española para juzgar los 
crímenes  de  las  dictaduras  chilenas  y  argentinas,  entre  otras).  Más  de  100 
denunciantes particulares, y más de 15 asociaciones memorialistas y organizaciones 
de derechos humanos se han unido a la causa. La investigación continúa su curso.

Federación Rusa 

Bulat  Chilaev ,  secuestrado el  19  de abril  de 2006 cuando  tenía  27  años,  era  el 
conductor de la  organización humanitaria  y de derechos humanos rusa  Asistencia  

2 Lleva desaparecido desde el 19 de julio de 2006, fecha en que su nombre se incluyó en la 
lista de “terroristas que ya no constituyen una amenaza”.

3 BOCG, Seria A, número 344, de fecha 22 de septiembre de 2010. 
http://www.congreso.es/public_oficiales/L9/CORT/BOCG/A/CG_A344.PDF
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Ciudadana. Según  testigos,  hombres  uniformados  y  enmascarados  bloquearon  la 
carretera cuando conducía hacia Grozni, capital de Chechenia, lo arrastraron fuera de 
su coche, lo esposaron, lo metieron en otro coche y se lo llevaron. No se le ha visto 
desde entonces.

Tres años después, el 10 de abril de 2009, sus familiares fueron informados de que la 
investigación sobre su desaparición había sido suspendida, a pesar de que aún no se 
habían  llevado  a  cabo  las  actividades  de  investigación  necesarias  antes  de  la 
suspensión del caso. 

Amnistía Internacional considera que hay una 
falta  absoluta  de  voluntad  política  y 
capacidad  práctica  para  llevar  a  cabo 
investigaciones  exhaustivas  y  completas 
sobre  violaciones  de  derechos  humanos 
cometidas  en  Chechenia  en  las  que  estén 
implicados  miembros  de  la  policía  y  otros 
organismos encargados  de hacer  cumplir  la 
ley. 

La desaparición forzada de Bulat Chilaev es 
parte de una práctica sistemática de abusos 
de los derechos humanos en Chechenia y en 
las repúblicas caucásicas vecinas. De hecho, 
la  ONG  rusa  Memorial estima  que  entre 
3.000 y 5.000 hombres, mujeres y niños han 
desaparecido  desde  1999  víctimas  de 
secuestro y  arresto y detención arbitraria.

En una carta al Comité Interregional contra la 
Tortura  –ONG  de  derechos  humanos–,  un  alto  cargo  de  la  fiscalía  chechena 
reconoció que las investigaciones sobre las desapariciones forzadas en Chechenia no 
eran efectivas.

Los Balcanes

Cerca  de  14.000  personas  permanecen  desparecidas  en  los  países  que 
formaban la antigua Yugoslavia ,  cerca de la  mitad de las  34.700 personas que 
desaparecieron entre 1991 y 2001. La mayoría de sus parientes siguen esperando 
justicia.

Las víctimas de las desapariciones forzadas provienen de todos los grupos étnicos y 
de todas las profesiones y de los más diversos estatus: civiles y soldados; hombres, 
mujeres y niños.

Para Amnistía Internacional, sus familias tienen deecho a saber la verdad acerca de 
las circunstancias de su desaparición, el progreso y resultado de las investigaciones y 
el  destino  de  las  personas  desparecidas.  Para  ellas,  poder  acceder  al  cuerpo  y 
enterrarlo es el primer paso en la obtención de justicia.

Algunos de los responsables de estas desapariciones han sido llevado ante la justicia 
por  el  Tribunal  Penal  Internacional  para  la  Antigua  Yugoslavia.  Sin  embargo,  el 
mandato  de  este  tribunal  está  a  punto  de  expirar  y  los  tribunales  nacionales  son 
lentos a la hora de cumplir con su responsabilidad de buscar, identificar y perseguir a 
los perpetradores que permanecen en libertad.

En  Croaci a, de las 6.046 personas desaparecidas durante la guerra de 1991-1995, 
se  pudo  esclarecer  el  destino  de  4.084.  Más  de  2.300  continúan  en  paradero 
desconocido.
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En Bosnia y Herzegovina , en una población de 3,4 millones al final del conflicto, se 
estimaba que existían 30.000 personas desaparecidas. Se considera que el destino 
de 10.500 de ellas, la mayoría de las cuales son musulmanes bosnios sigue siendo 
desconocido. Las familias de más de 7.000 personas, deliberada y arbitrariamente 
asesinadas  en  1995  en  el  genocidio  de  Srebenica,  siguen  esperando  justicia  y 
reparación. Muchos perpetradores sigue viviendo en las mismas comunidades que 
sus víctimas y los familiares de las víctimas.

En  Montenegro ,  unos 83 civiles bosnios, que había huído del conflicto armado en 
Bosnia-Herzegovina, fueron arrestados en mayo de 1992 y entregados a las fuerzas 
serbio-bosnias. Se cree que 20 de ellos fueron asesinados en el campo penitenciario 
de Foèa. El destino de al menos 34 de ellos sigue sin conocerse.

En  Serbia y Kosovo , cerca de 3.600 personas desaparecieron durante el conflicto 
armado de 1998-9  y  los  meses  siguientes.  Más de  3.000  eran albano-kosovares. 
Unos 600 eran serbios, gitanos y miembros de otras comunidades minoritarias, que 
se cree que fueron secuestrados por albano-kosovares. De todas estas personas, se 
desconoce el paradero de 1.797. Sus familias en Kosovo y Serbia siguen esperando 
a que sus cuerpos sean exhumados, identificados y devueltos.

África  

Nigeria 

La  policía  sigue  sin  dar  noticias  de  Chika  Ibeku, 
arrestado el 6 de abril de 2009 a la edad de 29 años, 
cuando la policía paró el coche en el que viajaba con 
otras  personas.  Tras  ser  detenidos  en  el  centro  de 
detención  del  Escuadrón  de  Operaciones  Rápidas en 
Port Harcourt, la policía declaró haberlos transferido a la 
Unidad  Especial  Anti-robos,  aunque  oficiales  de  esta 
unidad lo niegan. No se ha vuelto a saber nada sobre 
sus paraderos.    

En agosto de 2010 la Corte Suprema Federal Nigeriana 
de  Port  Harcourt  ordenó  a  las  fuerzas  policiales 
nigerianas  la  liberación  inmediata  de  Chika  o  la 
presentación de cargos. Casi dos años después el cuerpo policial sigue desoyendo la 
orden de la corte.

En  Nigeria,  las  fuerzas  de  seguridad  han  respondido  a  la  intensificación  de  la 
violencia en algunos estados deteniendo arbitrariamente y recluyendo a cientos de 
personas,  sometiendo  a  algunas  a  desaparición  forzada  y  llevando  a  cabo 
ejecuciones extrajudiciales.

Muchas  personas  desaparecieron  mientras  estaban  bajo  custodia  policial.  Pocos 
policías  rindieron  cuentas,  por  lo  que  los  familiares  de  las  personas  muertas  o 
desaparecidas quedaron sin justicia.  Con creciente frecuencia,  la policía vestía de 
civil o uniformes sin identificación, lo que hacía mucho más difícil la presentación de 
denuncias contra agentes concretos.

Algunos familiares reciben amenazas cuando tratan de obtener justicia.

Gambia

El periodista Ebrima Manneh  fue detenido por agentes policiales vestidos de civil el 
11 de julio de 2006 en las oficinas del diario propiedad del gobierno Daily Observer. 
En octubre de 2011, el ministro de Justicia, Edward Gomez, afirmó en una entrevista 
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con el periódico  Daily News  que el periodista desaparecido Ebrima Manneh estaba 
vivo “en algún lugar”.

Como presuntas causas de su detención podría estar 
una  discusión  con  el  director  del  periódico,  aliado 
próximo  del  presidente  Yahya  Jammeh,  o  con 
información que presuntamente facilitó a un periodista 
extranjero antes de la Cumbre de la Unión Africana, 
celebrada en julio de 2006.

Según  los  informes,  Ebrima  Manneh  recibió 
tratamiento  para  la  hipertensión  en  un  centro 
hospitalario  de  Banjul  un  año  después  de  su 
detención. Iba escoltado por miembros de la Unidad 
de Intervención de la policía gambiana. Sin embargo, 
el  director  general  de  la  Policía  y  el  ministro  de 
Información  han  negado  tener  algo  que  ver  con su 
detención. 

En  junio  de  2007,  el  caso  fue  remitido  al  Tribunal 
Comunitario de Justicia de la Comunidad Económica de Estados del África Occidental 
(CEDEAO). En junio de 2008, el Tribunal declaró que su detención y reclusión era 
ilegal y ordenó a las autoridades gambianas que lo pusiesen en libertad de inmediato 
y que se le indemnizara. El gobierno aún no ha cumplido con la sentencia. 

En Gambia periodistas y opositores se enfrentan a ser detenidos o sufrir desaparición 
forzada  por  escribir  información  crítica  con  las  autoridades.  Se  han  cerrado 
publicaciones, hackeado webs opositoras y al menos 27 periodistas se han exiliado 
en las últimas dos décadas ante las posibles represalias.

América

Argentina

La última vez que  Victoria  Montenegro  vio  a su madre biológica,  Hilda  Ramona 
Torres, tenía sólo 13 días. El 13 de febrero de 1976, un comando de la inteligencia 
militar entró a la fuerza en su vivienda en la provincia de Buenos Aires, matando a 
sus  parientes  (ambos  eran  activistas  políticos)  y  la  llevaron  a  una  comisaria  de 
policía.  Hernán  Antonio  Tetzlaff,  que  comandaba  la  operación  militar,  se  la  llevó, 
cambió su nombre y la adoptó como hija.

Desde entonces, Victoria Montenegro fue conocida como María sol Tetzlaff Eduartes, 
nacias el 28 de mayo de 1976, hija de Antonio Tatzlaff y María del Carmen Eduartes.

Le llevó 25 años a Victoria averiguar su verdadera identidad, y les costó otra década 
ver  a siete  oficiales  militares  de alto  rango (incluido los  anteriores  presidentes  de 
facto Jorge  Rafael  Videla  y  Reynaldo  Bignone)  comparecer  ante  la  justicia  y  ser 
sentenciados a entre 10 y 50 años de cárcel por el papel jugado en el diseño de un 
plan sistemático de apropiación de bebés durante el gobierno militar de 1976-83.

El Salvador

En la  actualidad,  persiste  la  impunidad por  las  violaciones  de  derechos  humanos 
durante el conflicto armado (1980-1992). El gobierno mantiene la vigencia de la ley de 
amnistía de 1993 a pesar de las reiteradas decisiones de la Corte Interamericana de 
Derechos  Humanos  que  ordenaban  al  Estado  salvadoreño  su  anulación.  La  Ley 
pretendía  impedir  que cualquier  persona,  entre  ellos  los  miembros de  las  fuerzas 
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armadas, rindiera cuentas por violaciones de derechos humanos –incluidos crímenes 
de  lesa  humanidad–  cometidas 
durante el conflicto armado.

El  2  de  Junio  de  1982,  en  el 
apogeo  del  conflicto  armado 
interno en El Salvador, las jóvenes 
hermanas  Serrano  Cruz  fueron 
tomadas  por  el  ejército 
salvadoreño.  Ernestina,  entonces 
de 7 años, y Erlinda de 3, fueron 
separadas  de su  familia  mientras 
huían del ejercito y de la violencia 
consiguiente en Chalatenango, en 
el norte de El Salvador.

La familia de las niñas nunca más 
las ha vuelto a ver y ellas siguen 
siendo  dos  entre  los, 
aproximadamente,  898  niños  y  niñas  desaparecidos  durante  el  conflicto  armado 
interno. La familia Serrano Cruz ha librado una batalla legal larga y dolorosa en los 
tribunales  nacionales  y también a través  de la  Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, para forzar a las autoridades de El Salvador a tomar acción. De hecho, en 
2005 esta Corte  emitió  una sentencia  que exigía  al  Estado salvadoreño buscar  a 
Ernestina y Erlinda. Por el momento el Estado no ha cumplido este fallo.

Guatemala

Para  Lucía  Cuevas,  la  falta  de  justicia  acerca  de  la  desaparición  de  su  hermano 
Carlos Cuevas , un activista política cuya mujer y su bebé fueron asimismo torturados 
y asesinados un año después, significa una herida abierta.

Pese a que el pasado mes de diciembre el entonces presidente de Guatamala Álvaro 
Colom  admitió  la  responsabilidad  del  Estado  en  la  desaparición  de  Carlos  y  se 
disculpó públicamente por este crímen, Carlos nunca ha sido encontrado y nadie ha 
sido  llevado  ante  la  justicia  por  su  desaparición  o  por  el  asesinato  de  su  mujer 
Rosario o su bebé.

Esta  historia  es  tristemente  similar  a  la  de  los  más  de  200.000  casos  de 
desapariciones forzadas que tuvieron lugar durante el conflicto interno de Guatemala 
entre 1960 y 1996. A pesar del progreso de las investigaciones, muchos oficiales de 
alto  nivel  implicados  en estos  crímenes  se las  han arreglado para  escapar  de  la 
justicia.

México

En los últimos años, los informes sobre casos de desaparición forzada en los que han 
estado  implicados  funcionarios  públicos  han  aumentado  considerablemente.  La 
impunidad sigue siendo la norma, a pesar de que México ha ratificado la Convención 
Internacional  para  la  Protección  de  todas  las  Personas  contra  las  Desapariciones 
Forzadas,  que  establece  que  el  país  debe  tomar  las  medidas  necesarias  para 
garantizar  que la desaparición forzada constituye  delito  en virtud de su legislación 
penal.

La  crisis  de  seguridad  pública  y  la  violencia  de  los  cárteles  de  la  droga  han 
contribuido  a  aumentar  enormente  el  número  de  desaparecidos.  Un  grupo  que  a 
menudo  es  víctima  del  crimen  de  desparición  forzada  es  el  de  los  inmigrantes 
irregulares centroamericanos que atraviesan México para intentar entrar en Estados 
Unidos. Según la ONU, unas 3.000 personas permanecen desaparecidas en el país. 
El  rutinario  fracaso en la  investigación  de estos  crímenes priva  a  las  familias  del 
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acceso a la justicia y les coloca en situaciones de riesgo cuando reclaman conocer el 
destino de sus familiares.

El 19 de junio de 2011, unos 10 vehículos sin señales distintivas llegaron a la casa de 
la  familia Muñoz  en el estado de Chihuahua. Seis hombres fuertemente armados y 
vestidos  con  uniformes  negros  entraron  por  la  fuerza  en  la  casa  y  golpearon  y 
esposaron a los 8 hombres de la familia. Según las mujeres presentes, al menos en 
un  uniforme  estaban  escritas  las  palabras  “Policía  Federal”.  Los  asaltantes 
introdujeron a los hombres a la fuerza en unos vehículos que aguardaban, y se los 
llevaron. Desde entonces, no se han vuelto a tener noticias suyas. Durante el asalto, 
una  de  las  mujeres  escapó  y  telefoneó  a  la  línea  de  emergencias  de  la  policía 
municipal, pero no se envió ayuda. En lugar de eso, se vio a un auto patrulla de la 
policía municipal buscando a la mujer que había dado la alarma.

La familia cree que las desapariciones forzadas fueron una represalia por una disputa 
ocurrida entre miembros de la familia y agentes de la policía municipal el mismo día 
de las detenciones. Según la familia,  la policía municipal se negó a prestar ayuda 
cuando la familia informó de que un hombre estaba disparando un arma ante el lugar 
donde se celebraba la reunión familiar. 

República Dominicana 

Juan Almonte Herrera , miembro del Comité Dominicano de Derechos Humanos, se 
encuentra  en paradero  desconocido desde el  28 de septiembre de 2009,  cuando, 
según  testigos  presenciales,  fue  secuestrado  en  Santo  Domingo,  por  agentes  de 
policía armados. Un mes después, se encontraron dos cadáveres calcinados en un 
automóvil en Santo Domingo. La hermana de Juan identificó uno de los cuerpos como 
el de su hermano. Sin embargo, las pruebas de ADN dieron resultados negativos. La 
familia ha impugnado el modo en que se realizaron los análisis.

Los familiares  y sus abogados han denunciado 
haber  sido  sometidos  a  vigilancia  y  acoso  por 
individuos identificados por testigos presenciales 
como agentes de policía.

La  Comisión  Interamericana  de  Derechos 
Humanos  ha  descrito  repetidamente  las 
investigaciones realizadas por las autoridades de 
la  República  Dominicana  como  totalmente 
inadecuadas,  y  ha  ordenado  al  estado 
dominicano  que  proporcionara  protección  a  la 
familia y a los abogados de Juan Almonte.

Las autoridades no han tomado medidas eficaces 
para establecer el paradero de los desaparecidos 
ni  las  eventuales  responsabilidades estatales,  a 
pesar de contar con sentencias precedentes de 
dicha  Corte  contra  la  República  Dominicana  por  la  desaparición  forzada  de otras 
personas y la orden de investigar todos los casos de desaparición forzada en el país.

Avances contra las desapariciones forzadas

El pasado 6 de julio de 2012  Argentina  dio un gran paso contra la impunidad.  Las 
sentencias  de  prisión  contra  los  ex  Presidentes  de  facto  Jorge  Rafael  Videla  y 
Reynaldo Bignone  por el plan sistemático de apropiación de niños en Argentina son 
un paso histórico hacia la justicia en el país.  Videla y Bignone fueron encontrados 
culpables de la sustracción, retención, ocultamiento de menores y la supresión de su 
identidad durante el régimen militar que gobernó el país entre 1976 y 1983, siendo 
condenados a 50 y 15 años de prisión respectivamente. 
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Esta condena representa un punto de inflexión ya que es la primera vez que se ha 
podido probar que existió un plan diseñado al más alto nivel por el régimen militar 
para  secuestrar,  ocultar  y  disponer  de  los  niños  y  niñas  recién  nacidos,  hijos  de 
personas detenidas-desaparecidas durante esa época, algo que no se había logrado 
probar durante los juicios militares celebrados en 1985.

Con este fallo se llega al fin de una causa judicial que comenzó hace 15 años y un 
juicio  oral  y  público  que  llevó  un  año.  A día  de  hoy,  más de  100  niños  y  niñas 
apropiados recuperaron su identidad. Se calcula que los niños apropiados durante los 
años del régimen militar alcanzaría los 500. 

En  Brasil ,  la  presidenta  Dilma Rousseff  ratificó  una  ley  para  la  creación  de  una 
Comisión  de  la  Verdad  que  investigase  las  violaciones  de  los  derechos  humanos 
cometidas entre 1946 y 1988.

En Chile , el número de casos de violaciones de los derechos humanos investigadas 
por los tribunales ascendieron a su máximo nivel después de que un fiscal dio curso a 
726  nuevos  casos  criminales  y  más  de  1.000  denuncias  contra  despariciones  y 
aseseinatos cometidos durante el gobierno militar del general Augusto Pinochet.

En  Colombia ,  el general retirado Jesús Armando Arias Cabrales fue condenado en 
abril de 2011 a 35 años de prisión por su participación en la desaparición forzada de 
11 personas ocurrida en noviembre de 1985, después de que el ejército irrumpiera en 
el Palacio de Justicia, donde el grupo guerrillero M-19 retenía a varios rehenes.

En  Haití ,  el anterior presidente Jean-Claude Duvalier  volvió al país después de 25 
años en el exilio para encontrase sometido a una investigación criminal sobre la base 
de  denuncias  acerca  de  serias  violaciones  de  los  derechos  humanos,  incluidas 
desapariciones forzosas.

En  Bosnia y Herzegovina  se dan ligeros avances hacia  el  esclarecimiento  de la 
multitud de casos de desaparición pendientes en el país tras más de 15 años desde 
la guerra de 1992-95, a pesar de que queda mucho trabajo por hacer para la efectiva 
aplicación de medidas. En enero de 2012, la Fiscalía del Estado asumió el control de 
las exhumaciones, lo que contribuyó a acelerar la recuperación de restos enterrados 
en  fosas  comunes  y  clandestinas,  que  se  estiman  entre  10.000  y  12.000.  Sin 
embargo,  la  falta  de aplicación de la  Ley sobre Personas Desaparecidas de 2004 
ocasionó  problemas  a  los  familiares,  entre  otros  que  el  Instituto  de  Personas 
Desaparecidas  no funcionara independientemente  y que no se hubiera  creado  un 
fondo de ayuda. Además, siguieron sin ejecutarse numerosas sentencias del Tribunal 
Constitucional  de  Bosnia  y  Herzegovina  sobre  causas  relacionadas  con 
desapariciones forzadas.

En Filipinas,  en julio de 2011, el Senado aprobó un proyecto de ley histórico para 
tipificar como delito las desapariciones forzadas, presentado por primera vez en 1995, 
quedando pendiente de aprobación en la Cámara de Representantes. En agosto, el 
país ratificó el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.

En Marruecos, tras el comienzo de las revueltas enmarcadas en la primavera árabe, 
el 9 de marzo de 2011 el rey anunció un proceso de reforma constitucional. La nueva 
Constitución propuesta fue aprobada en referéndum nacional el 1 de julio de 2011 y 
en ella,  entre otras medidas, se consagraron la libertad de expresión y la igualdad 
entre hombres y mujeres,  y  se penalizaron la  tortura,  la  detención  arbitraria  y las 
desapariciones forzadas. 
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